Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 18 minutos.) 
-Correspondería dar cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑOR AGAZZI.- Si me permite, señor Presidente, antes de comenzar con el orden del día me 
gustaría hacer una intervención. 


Hace pocos días acabamos de discutir y de aprobar en Sala la Ley de Reproducción 
Humana Asistida que se originó a partir de un intenso trabajo por parte de esta Comisión de Salud 
Pública que comenzó su tratamiento el 5 de marzo de 2013 y finalizó el 3 de setiembre y que insumió 
32 sesiones. 


Quiero decir que estoy afligido por alguna información de prensa que circuló, planteando que 
esta Comisión no había trabajado democráticamente y que no había recibido suficiente información 
ética y biológica. Me parece que todos hemos reconocido la forma en que hemos trabajado y cómo ha 
dirigido el señor Presidente las sesiones. 


En este sentido, sé que el señor Presidente ha tomado alguna decisión. No está dentro de 
los cometidos de esta comisión asesora discutirlo con la sociedad, pero me aflige que se nos acuse de 
trabajar poco precisamente en este proyecto de ley que fue en el que seguramente el Parlamento 
trabajó más en el quinquenio. 


Simplemente quería mencionar esto sin ninguna pretensión de una decisión posterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero poner en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Salud 
Pública que leí ese editorial publicado en el diario El País en el día de ayer, y me causó el mismo 
rechazo al que hizo referencia el señor Senador Agazzi, porque no refleja en absoluto la realidad de 
nuestro trabajo. 


Se podrá discrepar en torno a los resultados o a las decisiones adoptadas en la Comisión 
que finalmente también fueron adoptadas por la totalidad del Cuerpo, pero creo que no refleja en 
absoluto la realidad sostener que no se han escuchado las opiniones de las organizaciones religiosas o 
morales, o que no se han analizado ángulos éticos o de otra naturaleza que no fueran los 
exclusivamente tecnológicos. En función de eso, me tomé la libertad de redactar una carta dirigida al 
diario El país que fue entregada el día de ayer, solicitando que fuera publicada, a los efectos de aclarar 
lo que desde mi punto de vista eran errores de información y de apreciación sobre el trabajo realizado 
en la Comisión. 


En ese sentido, me siento con la conciencia totalmente tranquila en cuanto a haber hecho 
todo lo humanamente posible para que esa ley tuviera el análisis más exhaustivo. Como dije en Sala, 
me siento muy feliz por el resultado obtenido. El hecho de que esa carta que envié en el día de ayer no 
haya sido publicada hoy por el diario El País me deja en la libertad de dirigirla en la tarde de hoy a 
otros medios de prensa, solicitando que la misma sea divulgada, haciendo la aclaración 
correspondiente. Quería agregar esa información con respecto a ese punto. 


SEÑOR GALLO.- En la misma línea que se planteaba, quiero decir que yo también he leído en el día 
de ayer ese editorial, que apunta a conclusiones que se hacen supongo por desinformación. Si es así, 
creo que valen todas las apreciaciones que podamos hacer y remitir a los efectos de dar la información 
correspondiente. Me parece que esto que se expresa es injusto con respecto a la labor del Poder 
Legislativo sobre este proyecto de ley. Incluso, se hace un planteamiento sobre que esto fue una 
iniciativa del Poder Ejecutivo y, en realidad, si hay algo que no es iniciativa del Poder Ejecutivo es 
justamente este proyecto, que nació en el Poder Legislativo hace 20 años, planteado en su momento 
por el Senador Cid. Repito, se trata de un proyecto de iniciativa legislativa pura, sin otra influencia. 


Además, el hecho de haber sido aprobado por unanimidad da un aval en cuanto al valor que tiene. 
También hay otras afirmaciones que hacen referencia a opiniones no del propio editorialista sino de 
otra fuente, las cuales considero inadecuadas y no acertadas en cuanto a su fundamento, pero ese es 
otro tema y será motivo de otro tipo de consideración, ya que es opinable. 


Por lo tanto, hago mías las palabras del Senador Agazzi y del Presidente en el sentido de 
considerar totalmente fuera de lugar los lineamientos del editorial que, con respecto al tema de la ley 
de reproducción humana asistida, publicó ayer el diario El País. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero mocionar, como fundamento de una opinión que me parece que es 
unánime en la Comisión, que se remitan al diario El País todas las versiones taquigráficas del trabajo 
de la Comisión, así como también el informe que ha realizado el Senador Agazzi, a fin de dar más peso 
a la carta enviada por el Senador Solari, Presidente de esta Comisión. Creo que eso sería una 
demostración fehaciente de que lo que pensamos y hemos hecho va en la dirección correcta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La moción propuesta por el señor Senador Moreira es remitir al diario El País - 
para su conocimiento- las versiones taquigráficas de las sesiones de esta Comisión en las que se trató 
el tema, así como el memorándum preparado por el señor Senador Agazzi que resume, fecha por 
fecha, a quiénes se recibió, qué artículos se trataron, qué expresiones se obtuvieron y demás. 


No sé si es necesario que se vote, creo que estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR GALLO.- Personalmente, le agregaría el informe que dio lugar a la presentación de este 
proyecto de ley en el Plenario que fue firmado por todos los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, remitiríamos todas las versiones taquigráficas, el memorándum 
preparado por el señor Senador Agazzi y el informe presentado en el Plenario por el señor Senador 
Gallo como Miembro Informante. 


¿Los señores Senadores están de acuerdo? 
(Apoyados.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Informe solicitado por el Director de Área Gestión Legislativa de la Cámara de Senadores, 
César González, en relación al artículo 229 de la Constitución de la República y los proyectos de ley a 
estudio de cada Comisión. Particularmente, a la Comisión de Salud Pública le corresponden los 
siguientes: 


- Enfermedades raras. Estudio e investigación. Interés nacional. Declaración. (Carpeta 269/2010). El 
artículo 19 proyectado, establece readecuaciones presupuestales. 


entro Nacional. Adicciones. Creación. (Carpeta 565/2011). 
icenciados enfermería. Residencias. Régimen. Regulación. (Carpeta 737/2011). 
dicciones. Prevención y rehabilitación. Centros estatales. Creación. (Carpeta 840/2012). 


larihuana. Producción, comercio y consumo. Control. Régimen. (Carpeta 1288/2013)”. 


-En virtud del informe recibido, la Secretaría solicitó uno ampliatorio del mismo que ya fue 
repartido y que procedo a leer: “Montevideo, 15 de octubre de 2013. 


Señora Secretaria de la Comisión de Salud Pública de la 
Cámara de Senadores 

Susana Rodríguez 

Presente. 

De nuestra mayor consideración. 


Por este intermedio nos dirigimos a Ud. a fin de dar respuesta a la consulta formulada con 
respecto a los motivos por los que se incluyó en el listado de proyectos de ley afectados por el artículo 
229 de la Constitución de la República al proyecto por el que se regula la Marihuana (Carpeta 
1288/2013). 


En ese sentido, corresponde informar que el proyecto de ley denominado “Marihuana. 
Producción, comercio y consumo. Control. Régimen. Carpeta 1288/2013”, incluye en su articulado, más 
precisamente en el artículo 17, la creación del Instituto de Regulación y Control del Cannabis (IRCCA) 
y especialmente en consideración a lo previsto en los artículos 24 y siguientes. 


El artículo 229 de nuestra Constitución establece que: *El Poder Legislativo, las Juntas 
Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos, 
crear cargos, (...) ni aprobar aumentos en las Partidas de Jornales y Contrataciones (...). 


Con respecto al hecho de que la creación del Instituto se efectivice mediante una figura que 
tenga la naturaleza jurídica de “persona pública no estatal”, esta División entiende que no se neutraliza 
la prohibición expuesta en el artículo 229 de la Constitución, en virtud de que la prohibición está 
indicada desde el punto de vista de quién lo aprueba, en este caso la ley, *... Poder Legislativo', y no de 
la naturaleza propia de la destinataria de la creación o aumento. 


Esto es, el articulo 24 proyectado, claramente crea un cargo rentado de Director Ejecutivo, 
ergo, se ajusta a la hipótesis contenida en el artículo constitucional analizado. 


La eterna e insoluble discusión doctrinaria acerca de la naturaleza jurídica de las personas 
de derecho público no estatal, en cuanto a si se ajustan o no al ordenamiento constitucional patrio y si 
se encuentran incluidas en la previsión contenida en el artículo 191 de la Carta, no echa luz ni incide en 
la pregunta formulada por vuestra Comisión. 


En síntesis, la prohibición constitucional refiere a que en el guarismo temporal de 12 meses 
previo a las elecciones ordinarias, el Poder Legislativo -en este caso por ser ley formal- no puede 
aprobar la creación de un cargo ni incrementar retribuciones, independientemente de quién sea el 
destinatario del mismo. No tendría la más mínima lógica de asociación jurídica que la prohibición 
constitucional rigiera para un Ministerio y no para una persona que se vincula y coordina con el mismo. 


Sin otro particular, saludamos a usted con nuestra mayor consideración. 
Esc. Renán Pascal Acuña Dr. Esc. Juan Pedro Lista Morel 


División Estudios Legislativos” 


-Para entender bien los dos asuntos a los que se acaba de dar lectura, cabe especificar que 
en el primero se nos informa sobre los proyectos de ley que están a estudio de esta Comisión y que se 
verían afectados -ya sea por crear cargos, incrementar retribuciones o lo que fuere-, por la restricción 
que establece el artículo 229 de la Constitución. El segundo hace referencia, específicamente, a cuáles 
de las disposiciones del proyecto de ley que estamos considerando -no del que consideramos los días 
jueves, sino el martes, es decir el relativo a la marihuana, producción, comercio y consumo, control y 
régimen, Carpeta N* 1288-, impediría la aprobación de la iniciativa porque quedaría por fuera del plazo 
establecido por la Constitución de doce meses previos. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Este proyecto refiere a la creación del IRCCA? 
SEÑOR GALLO..- En realidad, de lo que se trata es de la creación del cargo de Director. 
(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente esto nos altera el orden de prioridades que habíamos 
establecido al principio del año porque, por ejemplo, el proyecto de ley relativo a enfermedades raras, 
queda nuevamente postergado para el año 2015. Asimismo, el proyecto relativo al “Centro Nacional. 
Adicciones. Creación” en realidad es una iniciativa que está siendo sustituida por la que tenemos a 
consideración en el día de hoy, relativo a medidas y procedimientos tendientes a preservar la integridad 
física de personas adictas a sustancias estupefacientes. También tenemos en carpeta el proyecto de 
ley “Licenciados en enfermería. Residencias. Régimen. Regulación”. En esta Legislatura, ya 
aprobamos una ley relativa a la enfermería pero, obviamente, este es otro tema, es más específico, 
porque tiene que ver con la creación de residencias. Luego tenemos el proyecto de ley de “Adicciones. 
Prevención y rehabilitación. Centros estatales. Creación”, que si no me equivoco era una iniciativa del 
señor Senador Planchón. 


Reitero que se nos está afectando un poco el orden de prioridades que teníamos establecido. 
Aprovecho esta reflexión para decir que ya van unos cuantos meses en los cuales no hemos 
convocado a nadie para recibir en audiencia y tenemos pedidos acumulados. De manera que 
tendríamos que analizar el calendario y establecer algún día en el cual podamos recibir a aquellas 
personas que han solicitado audiencia desde hace ya bastante tiempo. 


Por último quería informar, como un asunto previo, que a título estrictamente personal y en 
virtud de la contestación que dio el Licenciado Calzada en la sesión del martes pasado, dirigí una carta 
al señor Soros -de la que se ha distribuido una copia a cada señor Senador-, para consultarle acerca 
de lo que dijo a la prensa con respecto al proyecto de ley de regulación del mercado de la marihuana, 
ya que tengo una interpretación distinta de la que surge de sus expresiones. Creo que él puede tener 
una visión que no es totalmente afín a la realidad de nuestro país y, por lo tanto, me pareció interesante 
-dado que además está financiando a organizaciones gubernamentales que trabajan en este tema, a lo 
cual, obviamente, tiene total derecho y no lo cuestiono en modo alguno- enviarle una carta invitándolo 
a que concurra al Uruguay y, en tal caso, pidiéndole que tenga a bien reunirse con esta Comisión, a fin 
de que nos explique por qué considera que esa es una legislación importante y adecuada. Quiero 
aclarar que ya obtuve respuesta, solicitando que mi carta sea redirigida a su asistente personal, trámite 
que ya realicé en la mañana de hoy. Veremos, en definitiva, qué es lo que responde el señor Soros. 


Finalmente solicito que se proceda a leer un correo electrónico que el Presidente dirigió en el 
día de ayer a la Secretaría, con respecto a cuál era la consulta que queríamos hacer al doctor Langón. 


(Se lee:) 
“Estimadas Secretaria y Prosecretaria: 


Para enviar a los demás integrantes de la Comisión como aclaración de la consulta que se le 
formula al Dr. Langón. 


En la última sesión de la Comisión quedó planteada una duda que cuestiona el planteo 
central de este proyecto de ley. 


La duda radica en la conveniencia o no de vincular la atención sanitaria (aun contra su 
voluntad) de quienes sufren una grave alteración síquica como resultado del abuso de estupefacientes, 
con conducta tipificada como falta de “abuso de alcohol o estupefacientes” establecida por el numeral 
1? del artículo 361 del Código Penal. 


En la Comisión de Salud Pública se plantearon dos posiciones: 


i) Mantenerlos vinculados ambas disposiciones, tal como lo establece el artículo 5” del proyecto de ley. 
Este modificaría el artículo 361 del Código Penal. 


ii) Desvincularlos, eliminando del proyecto de ley el artículo 5% y estableciendo, por ejemplo en el 
artículo 1” del proyecto, que las disposiciones de esta ley se aplicarán “sin perjuicio de lo dispuesto en 
el Código Penal”. 


Hasta donde entendí, se le consultaría al doctor Langón cuál de estas opciones le parece la 
más conveniente desde el punto del manejo judicial de la situación. 


Por un lado el proyecto de ley en consideración establece que, para preservar la salud de 
quien sufre una grave alteración síquica y de su entorno, debe ser conducido de inmediato a un centro 
asistencial, aun contra su voluntad. 


Al serle restringida la libertad, esa situación debería ser puesta en conocimiento del 
Magistrado, quien solicitará informes y dispondrá, de acuerdo con la evolución clínica del involucrado, 
si su internación se mantiene más allá de las 24 horas. 


Por otro lado el artículo 361 del Código Penal establece que las personas que sufren una 
grave alteración física o síquica producida por alcohol o estupefacientes cometen una falta que será 
penada con siete (7) a treinta (30) días de trabajo comunitario. 


Creo que ese es el sentido de la consulta, sin perjuicio que los Legisladores podamos luego 
optar por la alternativa que entendamos más conveniente. 


Esa es al menos mi interpretación. 
Alfredo Solari.” 


-Esa aclaración obedece a que el doctor Langón contesta -lo tienen en la hoja siguiente- a la 
consulta que se le había formulado. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se repartió? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en la segunda página del correo electrónico de dos páginas que fue 
enviado a cada uno de los señores Senadores. 


SEÑOR MOREIRA.- No lo tengo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría le entregará una copia, señor Senador. 


En la mitad de la segunda página del citado correo electrónico, el doctor Langón contesta a 
la Secretaría de la Comisión sobre el “Asunto: Re: Versión taquigráfica de 10-10-2013”, y dice: 
“Estimada: Estoy a la orden, dígame qué debo hacer. Yo preferiría una consulta concreta y les hago un 


informe escrito sobre los puntos específicos. Pero estoy a la orden de la Comisión”. Reitero que eso es 
lo que respondió el doctor Langón cuando la Comisión resolvió invitarlo a concurrir a este ámbito a 
efectos de informarnos -como consta en el correo que aparece en la parte inmediatamente inferior de 
la página- en cumplimiento de lo que habíamos concluido al final de la última sesión en que tratamos 
este tema. 


Ahora bien, como él pide que se especifique sobre qué es que se quiere que informe, en el 
día de ayer me tomé el trabajo -releyendo la versión taquigráfica- de hacer esa especificación que 
aparece en la primera página a que se le dio lectura por Secretaría. 


Dado que esto forma parte del meollo de lo que veníamos discutiendo en la sesión pasada, 
quisiera saber si este esbozo de consulta que planteo en el correo electrónico es, en esencia, lo que 
queremos preguntar al doctor Langón, si queremos modificarla o insistir en que concurra 
personalmente para plantearle las inquietudes en forma verbal. Ese tema es el que está en 
consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece que sería mucho más ilustrativo que el doctor Langón concurriera 
personalmente porque le podríamos hacer una serie de preguntas. 


No me queda muy claro lo del artículo 8% y el tema de las faltas. Por un lado tenemos un 
problema de internación para rehabilitar, curar y, por otro, sometemos a la persona a una sanción 
penal, que es el trabajo comunitario o la prisión equivalente. Me gustaría saber cómo conciliar esas dos 
cosas y, por ende, hacerle preguntas porque siempre es muy claro en sus explicaciones. Por tanto, me 
gustaría que concurriera si es que está dispuesto a hacerlo. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que centralmente está bien la síntesis que hace el señor Presidente. 


Tuvimos una discusión primaria en la Comisión. El proyecto de ley está orientado, en todo 
caso, a utilizar lo que establece el numeral 1* del artículo 361 de la Ley de Faltas que ya considera que 
una persona comete una falta cuando está en espacios públicos en grave estado por efecto de alcohol 
o de estupefacientes, o sea que ya es un delito hacerlo. 


El proyecto de ley que hemos presentado tiene acciones posteriores a la comisión de ese 
delito, que es aprovechar esa oportunidad para que el consorcio público para la atención inmediata de 
las personas en grave riesgo decida hacer un diagnóstico y tomar las medidas para su tratamiento 
posteriormente a través de un mecanismo que se especifica en su texto. Digo esto porque una parte de 
la discusión que tuvimos se basaba en si se penaliza o no a la persona que está en alteración psíquica 
con riesgo para sí o para terceros. De hecho, está penalizado al haber aprobado la Ley de Faltas y 
Conservación de Espacios Públicos; será una pena de bagatela -como suelen decir los abogados:, 
pero la conducta ya tiene una sanción. Quizás la intención de mi fundamento coincide con la del señor 
Senador Moreira: es mejor dialogar sobre estas cosas porque en la explicación de las razones -no 
sabemos cuáles son los fundamentos que puede tener un abogado penalista- se pueden hacer 
preguntas aclaratorias. Entiendo que responder por escrito las interrogantes que le hagamos puede ser 
demasiado escueto y quizás nos queden dudas. La discusión epistolar de este tema no es suficiente, 
por lo que si es posible, sería mejor su concurrencia. De no ser así, podría venir otro integrante de la 
Cátedra Penal, que supongo que tendrá más integrantes. Si él tiene la voluntad de asesorarnos, 
nosotros lo precisamos. 


SEÑOR MOREIRA.- Mi duda es aun mayor. En el proyecto de ley original enviado por el Poder 
Ejecutivo el Juez competente era el Juez Letrado. Me parece mucho más lógico que sea así y no un 
Juez de Faltas, que se ocupa de procedimientos muy específicos, que nada tienen que ver con la 
rehabilitación. 


Pensemos además que en el interior de la República los jueces de faltas son los jueces de 
paz que según mi opinión no tienen la competencia e idoneidad -digo esto con el debido respeto, 
generalmente son jueces nuevos- como para entender temas tan delicados como la internación y la 
rehabilitación. 


Por lo tanto, sería mucho más lógico que fueran competentes en este aspecto específico, los 
jueces letrados -como establece el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo-, sin perjuicio de que 
se comunique al Juez de faltas por la eventual comisión de una falta. Pienso que allí debería haber una 
competencia compartida y no que sea el Juez de faltas quien determine la internación, porque no es su 
materia específica y, además, reitero: en el interior de la República los jueces de faltas son jueces de 
paz, que son de menor jerarquía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a solicitar autorización a los señores Senadores para conversar en forma 
personal o telefónica con el doctor Langón, a los efectos de explicarle cuáles son las dudas que 
tenemos e insistir en que sería bueno que concurriera a la Comisión. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Sería oportuno que le adelantáramos algunas de la preguntas que 
queremos hacerle. Lo que sucede con los profesionales como el doctor Langón es que para ellos el 
tiempo tiene un enorme valor y les resulta mucho más fácil contestar por escrito, incluso a veces 
aprovechan para trabajar de noche o incluso de madrugada. Otra posibilidad es informarle antes sobre 
el punto en cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agregar que en esa conversación podría proponerle que le 
enviaríamos este resumen enriquecido por algunas de las personas que entienden más del tema 
jurídico que está en juego, que en el caso sería el señor Senador Moreira y también el señor Senador 
Conde quien hizo una referencia muy específica sobre estos puntos. Esto lo ayudaría a tener el tema 
ya leído y pensado para que cuando concurra le podamos plantear las preguntas en una forma más 
específica. Consulto; estoy a lo que disponga el resto de la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- El doctor Langón acostumbra a concurrir a todas las comisiones a las que se le 
invita y siempre lo hace con gran disposición. Me parece que podríamos remitirle el proyecto de ley y, 
en especial, solicitar su opinión sobre los artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13 a propósito de su 
compatibilidad con lo dispuesto en el artículo 361 de la Ley de Faltas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me informa que ya se le envió la iniciativa junto con la invitación 
original cursada el 10 de octubre. 


En definitiva, lo que plantea el señor Senador Moreira -aparentemente habría consenso- es 
que se le haga referencia al proyecto de ley que ya se le envió y se le pida que concurra 
personalmente a la Comisión a los efectos de analizar la compatibilidad entre lo establecido en los 
artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13 con lo dispuesto en el artículo 361 del Código Penal. Procuraremos 
que venga el próximo jueves. La Secretaría me acota que está citado el Senado para ese día por lo 
que, como de todos modos ya no estamos en el período ordinario de sesiones de la Comisión, 
podríamos reunirnos, por ejemplo, a la hora 17. De cualquier modo, eso lo definimos después. En 
principio trataríamos de combinar la fecha y hora y luego hablaríamos con el doctor Langón. 


No obstante lo resuelto, el proyecto de ley está a consideración por lo que podemos avanzar 
en su estudio. 


SEÑOR AGAZZI.- El proyecto de ley que estamos considerando es de baja complejidad. Tiene un 
primer capítulo relativo a la creación de la figura del Consorcio Público, su funcionamiento y su 
integración, mientras que en el segundo capítulo prevé los mecanismos de actuación. Insisto, es bien 
simple esta iniciativa. 


Quisiera que tuviéramos claro el centro del proyecto de ley antes de comenzar a votar los 
artículos. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Vamos a dejar el término “consorcio”? 


SEÑOR AGAZZI.- Distribuí entre los integrantes de la Comisión un informe jurídico sobre el concepto 
de “consorcio” en la legislación española e italiana, con sus respectivos fundamentos. En lo personal 


me parece muy bien que se siga hablando de “consorcio”. 
(Dialogados.) 


-Mi propuesta es que no empecemos a votar; de lo contrario, votaríamos cuatro artículos y 
después nos quedarían once, pero estoy a lo que decida la mayoría de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si empezamos a votarlo hoy, entonces no tiene sentido la consulta al doctor 
Langón. 


SEÑOR CONDE.- Este proyecto tiene claramente tres cuerpos, si se puede decir así: en primer lugar, 
la institucionalidad; luego la definición penal; y tercero, el tratamiento de la internación involuntaria y su 
supervisión judicial. Esos son los tres temas que, en rigor, están contenidos. Los artículos del 1* al 4% 
tratan de la institucionalidad, con esta forma de consorcio sobre la cual nos ha ilustrado el señor 
Senador Agazzi. 


Ahora bien, el señor Senador Agazzi también tuvo la gentileza de distribuirnos la semana 
pasada el decreto del Ministerio de Salud Pública -que no tengo conmigo ahora- que regula el 
funcionamiento de las redes de atención a los usuarios problemáticos de droga. Aunque no he pedido 
asesoramiento, lo leí con atención y encontré que define una institucionalidad extremadamente 
detallada y regulada para atender el uso problemático de drogas. Entonces, la duda que me surge 
ahora es cómo se compatibiliza -todavía no lo he conversado personalmente con el señor Senador 
Agazzi- esta idea de consorcio que viene en esta ley con la institucionalidad que ya está definida en 
este decreto, que es extremadamente detallada y regulada, incluso definiendo los niveles de atención, 
los cuerpos profesionales que debe tener, la metodología de atención y de internación, el contacto o el 
diálogo que deben tener esas instituciones con la sociedad civil, etcétera. 


Todo está regulado en el decreto. Y en los anexos está regulada la forma de su 
procedimiento y de su administración de fondo. Entonces, ¿cómo compatibilizamos este consorcio con 
toda esta definición? Porque claramente, lo que hagamos en la materia -que está incluida en la 
iniciativa que estamos tratando aquí- tiene que ser compatible con el decreto que, por otra parte, ya 
está firmado y consiguientemente vigente. 


Esa era la duda que quería plantear, señor Presidente, y sobre la cual me parecía 
conveniente intercambiar alguna opinión. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, el conjunto de estos temas es una unidad conceptual. El Decreto N* 
274 fija un marco regulatorio para todos los establecimientos especializados. Dice cómo van a ser esos 
establecimientos y las categorías; además, a estos establecimientos los llama dispositivos a lo largo de 
todo el decreto. A nosotros, algo que nos llamó la atención de este proyecto de ley que estamos 
discutiendo, es que los llamaba dispositivos. Reitero: en realidad, todo esto constituye una unidad 
conceptual. Si leemos con atención, en esos dispositivos se hace referencia a los centros que va a 
haber, desde los que articulan el todo -que son los centros Ciudadela- hasta los de escucha, incluso 
hasta los aleros -así llamados-, que no tienen lugar físico porque son ambulatorios. También dice cómo 
van a ser los equipos técnicos en cada uno de esos centros, cuáles son los cometidos y cómo van a 
funcionar. Todo eso está funcionando. El decreto es válido, pero ya hay dispositivos que están 
funcionando. Esto tiene un presupuesto global -ya lo explicité- de US$ 7:000.000 -la puesta en 
marcha-, y en la Rendición de Cuentas ya votamos US$ 3:000.000 que se van a aportar para la 
construcción de esto. Pero además hay aportes que hacen los distintos Ministerios para enfrentar el 
tema del tratamiento del consumo problemático de drogas. 


En definitiva, están trabajando los Ministerios involucrados en este tema, hay una 
coordinación y existe un fideicomiso -en nuestra iniciativa dice quién va a aportar a dicho fideicomiso-; 
ya está hecho su reglamento y se están haciendo construcciones. En realidad, hay centros que están 
funcionando y ya cuentan con el financiamiento del fideicomiso. 


Todo esto se está haciendo sin nuestro proyecto, en función de las leyes que habilitan a llevar 
adelante todas esas decisiones. Me parece que el concepto del vínculo entre esta iniciativa y todas las 
tareas que se están llevando adelante es el de que ella va a permitir que se concrete todo el conjunto 
de estas acciones, contemplando primero la organización y después el ingreso de las personas que 
están en la vía pública o en lugares privados -en los hogares-, cosa que ahora se está haciendo con 
cierto grado de imperfección porque es algo que se apoya en leyes viejas. Este proyecto de ley que 
estamos tratando aquí crea mecanismos nuevos, más eficientes y deroga el artículo 40 de la Ley del 
Psicópata. 


En consecuencia, creo que es un complemento necesario para el funcionamiento del todo, 
que ya está andando sin que aprobemos este proyecto, aunque estaba previsto que lo hiciéramos al 
principio. 


SEÑOR MOREIRA.- La posibilidad de internación compulsiva ya estaba prevista en la Ley del 
Psicópata que está vigente. 


SEÑOR AGAZZI.- Sí, señor Senador, pero es totalmente distinta la forma como se prevé la internación 
en este proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Según entiendo, la antigua ley era más dura, más rigurosa. 


SEÑOR AGAZZI.- Es cierto; la internación en esta iniciativa es más sanitaria. Es decir que hay todo un 
cambio de enfoque en el tratamiento y en la organización de los dispositivos; por ello es necesario que 
se apruebe este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después quisiera referirme a este tema, porque en la mañana de hoy estuve 
reunido con el equipo que está llevando adelante todo este plan y tengo alguna información que me 
gustaría compartir. 


SEÑOR GALLO..- Así como está planteado esto, creo que es absolutamente compatible la creación de 
la Red Nacional de Drogas, cuyo decreto también está en marcha, ya que en definitiva crea y 
condiciona los establecimientos a través de los cuales se va a prestar atención a los ciudadanos con 
esta patología. Eso está creado, y esta iniciativa dice que el objetivo del Consorcio Público es la 
“atención sanitaria inmediata de las personas afectadas por el consumo de estupefacientes” pudiendo 
ser trasladadas al centro asistencial que se disponga; asimismo establece que se ordenará en el 
mismo acto que el equipo técnico del centro asistencial elabore un informe definitivo, lo cual determina 
que el centro asistencial que va a disponer el Consorcio será de aquellos que están incluidos en la 
Red. Según entiendo, si la Red está funcionando es para aplicarla a esto, además de para el 
tratamiento en general, porque lo que hace el Consorcio es captar al usuario en situación de riesgo con 
grave alteración psíquica, activar el procedimiento e internar a la persona en los centros asistenciales 
de la Red. Por tanto, me parece que en ese sentido hay compatibilización entre una y otra cosa; de ahí 
la importancia de la creación de esta Red que, en definitiva, me acabo de enterar que ya está 
funcionando. Es una Red que está financiada, donde hay dispositivos -así se llaman- públicos y 
muchos privados que brindan apoyo al tratamiento de estas personas. Es decir que ya existe. 


Uno de los aspectos sobre los que teníamos dudas era respecto a si iba a haber respuesta 
suficiente a la cantidad de usuarios que se suponía que el sistema podría absorber. Ahora sabemos 
que, tal como está diseñado y funcionando actualmente tiene, efectivamente, esa capacidad y, 
además, posibilidades de incrementarla rápidamente porque es un procedimiento que, inclusive, está 
financiado. 


Así que me parece que hay absoluta compatibilidad entre cómo está redactada la ley y los 
cometidos del Consorcio Público que, en definitiva, es internar a determinadas personas; esa 
internación la va a hacer en la Red que ya está creada y funcionando. 


Así que, en ese sentido, creo que hay una compatibilidad total. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Había dicho que quería compartir alguna información que obtuve en la 
mañana de hoy en una visita al Portal Amarillo. En realidad, no fue una visita a un centro de atención 
sino a los efectos de reunirme con el conjunto de personas que están a cargo de implementar toda esta 
estrategia 2011-2015 de atención a los usuarios problemáticos de drogas. 


Antes que nada quiero nombrar a quienes estaban presentes durante esa visita: el Director 
del Programa de Salud Mental de ASSE, doctor Horacio Porciúncula, el Director del Portal Amarillo, 
doctor Juan Triaca y una representante de la Junta Nacional de Drogas, cuyo nombre completo no 
recuerdo bien, pero creo que se llamaba Aloha. 


La primera conclusión a la que llegué -y que me llamó mucho la atención- luego de conversar 
con el equipo técnico gerencial, fue que, aparentemente, todos ellos -los nombrados-, hablando a título 
personal y no institucional, son contrarios al mecanismo de internación compulsiva, por razones 
técnicas. Entienden que la internación compulsiva no es el abordaje más conveniente -aclaro que, en lo 
personal, discrepo con esa visión técnica- y que prefieren continuar con la red de servicios que están 
desarrollando en este momento. 


¿En qué consiste esa red de servicios? Según ellos mismos describieron, consiste en distintas 
instancias: en dispositivos -como les llaman- que están en el sector público y en el sector privado y 
que, tanto en uno como en otro, están regidos por ese nuevo Decreto del año 2013 al que hizo 
referencia el señor Senador Agazzi. Estamos hablando del Decreto 274 del año 2013, que es muy 
extenso y completo. O sea que la intención de este Decreto es regular las distintas modalidades de 
atención que requieren los usuarios problemáticos de drogas y, por lo tanto, se aplica por igual tanto a 
los dispositivos públicos como a los privados; allí se establecen y regulan los requisitos que deben 
cumplir, el tipo de personal que deben tener, las acciones que pueden prestar, etcétera. Básicamente 
cubre cuatro modalidades de prestación. Una de ellas es la ambulatoria, por la cual la persona es 
asistida en régimen diurno durante un horario menor a las cuatro horas, que pueden diarias o en días 
salteados. La segunda modalidad es la de centro de atención de día; en este caso, la presencia de la 
persona en el centro es mayor a cuatro horas, pero no pernocta allí. La tercera modalidad -que 
prácticamente no existe en el país- es aquella en la cual la persona -sobre todo en las últimas fases de 
la rehabilitación- sale a trabajar o a estudiar durante el día pero tiene que concurrir durante la noche; o 
sea que en esta modalidad pernocta en el centro de atención. 


(Intervención del Senador Agazzi, que no se oye.) 
-Me acota el señor Senador Agazzi que hay sí un lugar donde se aplica esta modalidad. 


Por último, la cuarta modalidad es el centro residencial, donde la persona está prácticamente 
internada durante el día y, además, pernocta. 


Estas son las cuatro modalidades de atención. 


Ahora bien, estas modalidades de atención son para personas que ya han recibido un 
diagnóstico y están encaminadas en un proceso de tratamiento; quiere decir que requiere algunas 
etapas previas. Estas etapas están dadas, en primer lugar, por los dispositivos Ciudadela, que están 
destinados al asesoramiento y a actuar como puertas de entradas al sistema, en los cuales el enfoque 
no es solamente en la persona que tiene el problema, sino también en su familia. La aspiración es 
tener un portal Ciudadela en cada departamento del país. 


Actualmente, hay cinco dispositivos Ciudadela en funcionamiento en distintos departamentos, 
y puede llegar a haber siete en noventa días más. Ante la pregunta que formulé de cuál era, en la 
expectativa más optimista, el tiempo necesario para completar los portales Ciudadela en cada uno de 
los departamentos, se me dijo que en principio se esperaba llegar a los 19 centros en poco más de un 
año. Quiere decir que de estos dispositivos Ciudadela, que son la puerta de entrada al sistema y de 
asesoramiento a la familia y a la persona, hoy existen cinco, pero se espera que en noventa días se 
puedan adicionar dos más. 


SEÑOR GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Evidentemente, tenemos información diferente porque, efectivamente, estos centros son 
solamente de entrada, de asesoramiento. Como dijo el señor Presidente, acá hay un grupo de 
profesionales que frente a la consulta de un familiar o del propio usuario sobre qué tiene que hacer y 
dónde debe recibir el tratamiento, lo orientan. Es decir que no existe ninguna infraestructura ni actos 
médicos. 


Según la información que tengo, la conformación de este grupo es muy fácil. Es más, ya está 
todo financiado; entonces, la instrumentación y la puesta en marcha no será de un año -de acuerdo a 
la información que tengo, repito-, porque esto es muy fácil de instrumentar. Es decir, no se instrumenta 
una infraestructura sanitaria, pues simplemente se trata de una oficina de información. Uno de los 
problemas que existe actualmente es dónde se debe llevar a la persona, y justamente esa oficina 
determinará eso, de acuerdo a sus condiciones. Según la información de que dispongo, la 
instrumentación de este proceso no lleva más de noventa días. Por eso digo que la información que 
tiene el Presidente -que la obtuvo en uno de los dispositivos, que es el Portal Amarillo- no es igual a la 
que me dieron a mí en la Junta Nacional de Drogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo solo trasmito lo que me dijeron, con total honestidad. Puedo nombrar los 
departamentos en los que se espera que en noventa días puedan existir estos dispositivos Ciudadela: 
dos en Montevideo, uno en Artigas, uno en Maldonado, uno en Rivera, uno en Salto y uno en Durazno. 
De estos siete, hoy hay cinco en funcionamiento; los otros dos lo estarían en noventa días más. Como 
en un departamento hay dos centros, en noventa días, es decir para fines de este año, tendríamos seis 
departamentos cubiertos, quedando aun por cubrirse 13 departamentos. 


Esa es la información proporcionada en la reunión por la señora Aloha  -no recuerdo con 
exactitud el nombre completo-, representante de la Junta Nacional de Drogas. 


Además, se hace una precisión, que es que ya hay en cada uno de los departamentos del 
país una Junta Departamental de Drogas; es decir que así como hay una Junta Nacional de Drogas, 
hay Juntas Departamentales. La Junta Nacional de Drogas tiene capacidad para coordinar los 
efectores locales, es decir, los de ASSE con los del sector privado, pero no necesariamente tiene la 
formación, el protocolo y el personal como para actuar como se espera que actúe un portal Ciudadela, 
de acuerdo a esta misma reglamentación. 


El dispositivo inmediatamente siguiente es el que se conoce con la sigla Erica, que significa 
Equipo de Respuesta Integral a las Crisis Adictivas. Estos equipos tienen sentido cuando funcionan 
cerca de una puerta de urgencia de un hospital y así fueron concebidos originalmente. Tienen este 
nombre porque tienden a actuar no solamente sobre la persona que tiene el consumo problemático, 
sino también sobre su entorno familiar y social, lo cual es lo más adecuado. Se aspira a tener, al 
menos, un Erica en cada una de las cinco regiones del país: Norte, Sur, Este, Oeste y el área 
metropolitana de Montevideo, pretendiéndose llegar a contar, en un futuro no muy lejano, con un Erica 
en cada uno de los departamentos, a fin de no tenerlos tan lejos de los lugares donde se abre esa 
puerta de oportunidad, que es la captación de la persona que tiene el consumo problemático. 


La respuesta ante la pregunta que se realizó a la representante de la Junta Nacional de 
Drogas sobre cuál es la situación actual y cuál es la expectativa ante un escenario optimista, fue que la 
expectativa más optimista es la de obtener cinco equipos Erica para fines del 2014. De esas cifras 
surge que la red nacional para la atención de las personas con consumo de drogas está concebida y 
diseñada, e inclusive tiene financiación adecuada para su puesta en funcionamiento, como así está 
ocurriendo. Obviamente, en tres meses -es el plazo del que se está hablando- esto no va a estar 
mágicamente solucionado. 


El sistema de atención a la persona que consume droga se efectiviza en tres etapas: 
desintoxicación, deshabituación y acompañamiento al alta. 


En la etapa de desintoxicación actúa la puerta de entrada, obviamente, los dispositivos 
Ciudadela; se pretende que actúen también los equipos de respuesta integral, Erica, y para aquellos 
casos en que haya una patología psiquiátrica sumada a una adicción, se contará con el centro 
Chanaes -solo para hombres-, regido por la Fundación Dianova, que se inauguró hace poco tiempo en 
el departamento de San José. 


Para la etapa de deshabituación, los recursos disponibles en todo el país no son muy 
abundantes: se cuenta con un centro en el Norte, denominado “Casa Abierta”, ubicado en el 
departamento de Artigas; con otro en el Este, denominado “El Jagúel”, en el departamento de 
Maldonado; con otro en el Oeste, llamado “Los Juncos”, en el departamento de Soriano; y con dos en 
la zona metropolitana, denominados “El Portal Amarillo” e *“Izcali”. Está previsto, también, un sexto 
centro para cubrir la región centro-sur, en el departamento de Durazno. 


En la etapa de apoyo y seguimiento al alta para evitar recaídas que requieran una nueva 
internación -por supuesto, esperables-, actualmente se cuenta con seis equipos de salud mental 
capacitados para recibir a aquellas personas que ya se han deshabituado y están en la etapa de 
reinserción a la sociedad. 


A mi juicio, estamos ante mecanismos que hablan muy bien de un plan que fue pensado y ha 
ido evolucionando teniendo como punto de partida servicios que originalmente se establecieron en el 
Hospital Maciel -hace ya muchos años- y de los que han surgido distintas metodologías, pero que 
ahora requieren de un desarrollo específico para poder llegar a constituirse, realmente, en una red que 
brinde oportunidades de atención adecuada a todos los ciudadanos del país para el enfrentamiento de 
sus problemas, independientemente del lugar donde vivan. 


Creo que en la visión de la red hay una subestimación de las necesidades en el área 
metropolitana, que es donde el consumo problemático es mayor. 


Quería compartir esa información porque fue una visita sumamente útil que me hizo 
reflexionar mucho sobre el proyecto de ley que estamos tratando. De cualquier manera, mantengo la 
posición previa que tenía, en el sentido de que hay determinados pacientes que, si bien la explicación 
puede estar dada con su entorno familiar, social, etcétera, requieren de internación, contra su 
voluntad. No será lo ideal, desde el punto de vista profesional psiquiátrico, pero es una necesidad 
absoluta y estoy dispuesto a acompañar esto, sin ninguna duda. 


Si ningún señor Senador desea hace uso de la palabra para referirse a este tema, 
quedaríamos convocados para el jueves próximo con el horario a confirmar, después de consultar al 
doctor Langón si puede concurrir a Comisión. 


Vamos a pedir a Secretaría que dé lectura a un proyecto de los señores Senadores Gallo y 
Solari. 


(Se lee:) 


“Carpeta 1391/2013. Licenciado en nutrición. Se regula el ejercicio de la profesión. Proyecto 
de ley con exposición de motivos, presentado por los señores Senadores Luis Gallo y Alfredo Solari.” 


-Además, informo a los señores Senadores, que fue repartida la carta que remití al diario El 
País -procederé de la misma forma enviándola también a los demás medios- y que voy a leer para que 
quede registrada en la versión taquigráfica de la Comisión. Dice textualmente: 


“Señor Director del diario El País 


De mi mayor consideración: 


El Editorial del día de la fecha critica la acción del Senado en la elaboración del proyecto de 
ley sobre Reproducción Humana Asistida, basándose en reflexiones del Obispo de Canelones, Mons. 
Alberto Sanguinetti que transcribe textualmente. 


“La procreación humana pide estar unida a actos humanos, libres, responsables y personales 
de los procreadores, el padre y la madre. Estos actos personales no deben ser sustituidos por la 
manipulación de células por parte de terceros. Prosigue el Editorial: “El Obispo también indica que la 
ley omite la objeción de conciencia que eventualmente interpongan médicos e instituciones que objeten 
esos procedimientos. La norma no tiene en cuenta que pueda haber quienes les parece ofensivo a su 
conciencia fecundar gametos humanos o fecundar a una mujer con un gameto de donante anónimo 
porque quiere tener un hijo y no quiere darle padre.” 


Cabe señalar que los procedimientos de reproducción asistida ayudan precisamente a 
personas que han insistido en ser padres-madres en una decisión 'humana, libre, responsable y 
personal' como sostiene el señor Obispo. Más aun, en una decisión plena de amor reflejando los 
embarazos más deseados. En cuanto a la “objeción de conciencia' no hay nada en el proyecto de ley 
que la impida habida cuenta que la realización de los 'procedimientos de alta complejidad” previstos en 
la ley, es decir aquellos en que la unión del óvulo con el espermatozoide se produce fuera del aparato 
genital femenino, son financiados por el Fondo Nacional de Recursos y realizados por clínicas 
especializadas que hace más de 25 años funcionan en el país. 


Dice el editorialista: Lo que entre otras cosas le ha faltado a esta norma es mayor discusión, 
miradas desde diferentes ángulos, observaciones desde puntos de vista éticos, morales o religiosos y 
no solo científicos”. Este proyecto de ley fue presentado, discutido y aprobado en la Cámara de 
Representantes la que destinó un año a su elaboración. Se comenzó a tratar en la Comisión de Salud 
del Senado en marzo de este año en régimen de doble jornada semanal. Su tratamiento fue profundo y 
exhaustivo. Fueron recibidas todas las instituciones que pidieron ser escuchadas. Se citó a todos los 
órganos académicos involucrados en el tema. La mayor parte del trabajo fue dedicada a los ángulos 
éticos y morales, no solo científicos. Creemos haber cumplido a conciencia con nuestro deber, tratando 
de superar las diferencias partidarias o personales que pudieran existir. 


Los lectores de El País tienen derecho a esta aclaración, por lo que agradezco su difusión. 
Le saluda con su mayor estima. 

Dr. Alfredo Solari 

Presidente de la Comisión de Salud del Senado” 

No habiendo más asuntos a tratar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 31 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


